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EXCMO. AYUNTAMIENTO DE CÁCERES

COMISIÓN INFORMATIVA DE URBANISMO, PATRIMONIO, CONTRATACION Y SEGUIMIENTO EMPRESARIAL

ACTA
SESIÓN: EXTRAORDINARIA

FECHA: lunes 17 de octubre de 2016 

ASISTENTES: Presidente: D. VALENTIN PACHECO POLO (PP) 
Vocales:         Dª  MARIA MONTAÑA JIMENEZ ESPADA (PP)

D. RAUL RODRÍGUEZ PRECIADO (PP)

D. FRANCISCO ANTONIO HURTADO MUÑOZ (PSOE)

D. ANDRÉS LICERÁN GONZALEZ (PSOE)

D. ANTONIO MARIA IBARRA CASTRO (C´S) 

D. ILDEFONSO CALVO SUERO (CAC)

Secretario:      D. JUAN MIGUEL GONZALEZ PALACIOS

Técnicos asesores: D. JAVIER RUIZ GARCIA (Arquitecto Jefe Servicio Urbanismo)

        D. FERNANDO PEDRAZO POLO (Jefe de Sección de Licencias)

Por el Sr. Presidente se abre la sesión siendo las diez horas y treinta y cinco minutos del día diecisiete de Octubre de dos mil dieciséis, lunes. 
        ORDEN DEL DÍA

1º.- 
Aprobación acta sesión ordinaria de 4 de octubre de 2016

Se somete a la Comisión Informativa de Urbanismo la aprobación del acta de la sesión ordinaria de cuatro de octubre de dos mil dieciséis, la cual había sido repartida con la convocatoria. 

No se presentan reclamaciones ni observaciones al acta por lo que la COMISION, por unanimidad, aprueba el acta presentada.
PLANEAMIENTO 

2º.-
Aprobación provisional de la modificación del PGM relativa al cambio de la calificación del a subparcela “D” del APE 28.02 sita en Avda. Hispanidad de dotacional espacios libres a dotacional administrativo institucional y cambio de la calificación de dotaciones de servicios urbanos a zonas verdes en terrenos municipales de la Ribera del Marco. 

Se presenta a la Comisión para su dictamen la Aprobación provisional de la modificación del PGM relativa al cambio de la calificación del a subparcela “D” del APE 28.02 sita en Avda. Hispanidad de dotacional espacios libres a dotacional administrativo institucional y cambio de la calificación de dotaciones de servicios urbanos a zonas verdes en terrenos municipales de la Ribera del Marco, tramitada a instancias de este Ayuntamiento de Cáceres (Expte. PGM-MOD-020-2010). El informe emitido por la Jefa de la Sección de Planeamiento dice literalmente:
“La Modificación del Plan General Municipal relativa al  cambio de la calificación de la subparcela “D” del APE 28.02 Avda. Hispanidad de dotacional Espacios Libres a Dotacional Administrativo Institucional, y cambio de la calificación de  dotaciones de Servicios Urbanos a Zonas Verdes en terrenos Municipales de la Ribera del Marco redactada por el Servicio de Urbanismo a petición de la Comisión Informativa de Urbanismo, fue aprobada inicialmente por este Ayuntamiento mediante acuerdo adoptado por el Pleno de la Corporación en sesión celebrada el día 18 de febrero de 2016.

El objeto de la modificación, según se hace constar en el propio documento, es, de una parte, el cambio de calificación urbanística de una zona verde de 5.206,57 m2 de extensión (integrada en el sistema general de zonas verdes), a fin de proceder a la calificación de uso dotacional Administrativo Institucional para albergar el nuevo instituto de Medicina Legal, ampliación de las instalaciones de la Fiscalía y la Gerencia de Justicia de Cáceres (integrada en el Sistema General de dotaciones públicas) y por otra, la calificación de zonas verdes y espacios libres en el entorno de la Rivera del Marco de 5.313 m2 de extensión (para integrarla en el sistema general de zonas verdes), a los efectos de adecuar la configuración de los terrenos a la demanda innovadora y facilitar de esta manera la gestión urbanística de los ámbitos implicados”.


Durante el periodo de información pública a que ha estado sometido el documento en cumplimiento con lo establecido al efecto en el apartado  2.2 del artículo 77 de la Ley del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura (Ley 15/2001, de 14 de diciembre) y 121.2 del Decreto 7/2007 de 23 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Planeamiento de Extremadura, se han presentado las siguientes alegaciones:

· Alegaciones formuladas por D. Isidro Navarro Jiménez: plantea la cuestión relativa a la supresión de aparcamientos públicos en la subparcela “D” del APE 28.02 indicando que si la Ampliación del Palacio de Justicia es de interés general no es  menor el interés general el que supone que  zona la cuente con plazas de aparcamientos públicos que con la modificación del Plan General Municipal que se tramita se ven suprimidas. 

· Alegaciones formuladas por Dña. Beatriz Gallego Calderón: manifiesta que  la modificación del Plan General que se tramita que supone  intercambiar una zona verde de un APE por un equipamiento de infraestructuras, es de mucho más calado que lo previsto por el Plan General en su artículo 4.7.3 “Flexibilidad de la calificación”, respecto de lo cual cabe indicar que efectivamente no es esa la tramitación que se sigue el procedimiento de la presente modificación del Plan General, ya que el artículo citado es de aplicación para autorizaciones de cambio en el tipo de uso pormenorizado dentro de la clase dotacional equipamientos, que se tramitan y aprueban por el propio Ayuntamiento. La modificación que se pretende es de carácter estructural siendo de aplicación en su tramitación el contenido de lo en establecido en el artículo 131 del Reglamento de Planeamiento (Decreto 7/2007 de 23 de enero) correspondiendo la resolución definitiva en su caso al órgano competente de la Comunidad Autónoma, y además al afectar a zonas verdes deberá incorporarse al expediente informe del Consejo de la Comisión Jurídica de Extremadura.

· Alegaciones formuladas por D. Julio F. Mañas Viniegra: referentes a la repercusión económica que supone la modificación que se tramita por cuanto se suprimen plazas de aparcamiento públicas y esta repercusión no aparece reflejada en el Estudio Económico Financiero del documento.

· Alegaciones formuladas por Dña. María Eugenia Sánchez Prado en representación de la entidad Mercantil CIRUFAC, S.L. y D. Femiliano Diez García, como propietarios de la parcela colindante a la subparcela  “D” del APE 28-02 calificada como de Dotacional Equipamiento Privado, plantean que se produce lesión a sus intereses como titulares de esa parcela colindante aduciendo vulneración a los límites de la Potestad de Planeamiento así como limitaciones al “ius variandi” concurrencia de desviación de Poder.

El contenido de estas alegaciones se dio traslado al Ministerio de Justicia, el cual a través de la  Subdirección de Obras y Patrimonio con  fecha 28 de julio de 2016, ha emitido informe  en contestación a las mismas a cuyo contenido me remito (se adjunta copia al presente informe).


Por todo lo expuesto, y a la vista del contenido del informe emitido por la Subdirección de Obras y Patrimonio del Ministerio de Justicia así como del contenido del informe emitido por el Jefe del Servicio de Urbanismo, en el que se hace contar: 
INFORME DEL JEFE DE SERVICIO DE URBANISMO

“Vistas las alegaciones presentadas al Proyecto de  Modificación del P.G.M. del APE 28.02 para la ampliación del Palacio de Justicia así como la contestación a las mismas por el Ministerio de Justicia, el que suscribe informa lo siguiente:

1ª Alegación de D. Isidro Navarro Pérez y su contestación por el Ministerio de Justicia.
Efectivamente entendemos que queda acreditado en la contestación por el Ministerio las razones objetivas contrastables de la iniciativa, para la ampliación del Palacio de Justicia en parcela contigua así como del propio documento por lo que no abundamos más en ello.

Hay que notar  que el aparcamiento actual en  la parcela de uso Administrativo – Institucional es provisional a la vista de la calificación urbanística y que en dicha parcela se puede concentrar la demanda futura de la parcela "D", pues unas 150 plazas se pueden dar en ésta, con el uso a aparcamiento público en planta semi-sótano y sótanos por el desnivel que se produce en la misma ,para lo cual puede proponerse, y se puede llegar hasta las 300 plazas, por lo que en la zona inmediata a la actuación puede solucionarse el aparcamiento alternativo del subsuelo de las zonas verdes(parcela "D"); indican que el grueso de aparcamientos diseñados por el P.G.M. para los usos institucionales y equipamientos públicos de la zona se encuentra en la parcela "C" del APE 28.02 de  unos10.293m2 y no en la parcela “D” de 5.206m2(casi la mitad de superficie).

La más somera observación sobre el plano urbanístico denota que la  zona objeto de cambio de calificación es la más alejada y completamente disfuncional, para los usos de esparcimiento, de los usos residenciales que cedan servicio y que la actual calificación de zona verde con aparcamiento subterráneo como uso dotacional, puede reconvertirse al uso de equipamiento de Justicia, bajo un principio operativo y de oportunidad que deriven más ventajas y beneficios al interés general; tampoco se olvide que la calificación dada a usos dotacionales por zonas verdes a la Ribera del Marco coadyuva y potencia  la ordenación estructural del P.G.M. sobre los usos básicos de espacios libres en en la Ribera del Marco, reduciendo los potenciales usos edificatorios en ese enclave.

2ª Alegación de Dña Beatriz Gallego Calderón y contestación por el Ministerio de Justicia.
El proyecto de modificación del P.G.M. explica e informa con suficiencia el objeto de una modificación estructural como la que se propone y en su procedimiento de aprobación es más exigente en cuanto a controles administrativos que un mero informe previo para el cambio de calificación; consideramos suficiente la contestación del Ministerio de Justicia al respecto, en las concretas circunstancias de interés general definido en el ordenamiento urbanístico.

3ª Alegación de D.Julio F. Mañas Viniegra.
El que alega se interesa por el beneficio económico ó variación económica que las medidas propuestas representen para el patrimonio municipal.

Puesto que el contenido de la modificación proyectada es el cambio en la ordenación de dos parcelas dotacionales públicas y que la supresión de la zona verde en una parcela se ve compensada adecuadamente en el del nuevo planeamiento, y que con la reordenación pretendida no se afecta a las condiciones del Estudio Económico – Financiero del P.G.M.; y por consiguiente la modificación del Plan en tanto en cuanto son actuaciones de iniciativa municipal, la gestión del suelo es pública, la ejecución también lo es por el Ayuntamiento y el coste del proyecto y ejecución del Proyecto de la Ribera del Marco, habría de añadirse la superficie de las zonas verdes que se incorporan (pero que se dejan de hacer y sufragar en el Rodeo).

De otro lado, ya se ha dicho que el potencial aprovechamiento del subsuelo de la zona verde para aparcamiento público (pongamos por caso el canon por Concesión de obra pública de la construcción y explotación de aquel hipotético aparcamientos) puede verse compensado por el incremento del número de plazas capaces en la parcela C( de gran superficie y donde se concentra el grueso de la dotación) y en la parcela B, que admite el aparcamiento público) por lo que no encontramos razones de índole económica que cuyas consecuencias por la ordenación prevista trastoque las previsiones del P.G.M. en los terrenos evaluados.

4ª Alegación de Dña Mª Eugenia Sánchez Prado yD. Feminiano Diez Garcia.

Consideramos que está contestada con suficiencia por el Ministerio de Justicia, sobre todo a la vista del contenido del proyecto de Modificación del P.G.M. y de la realidad fáctica del ámbito de actuación de la parcela de Equipamiento Privado de Servicios Urbanos donde se ubica el Tanatorio San Pedro de Alcántara.

Ahora bien, dado que plantea cuestiones de contenido jurídico me remito a lo que se deba informar al respecto.

En consecuencia, en materia de nuestra competencia, opinamos que procede la DESESTIMACIÓN  de las alegaciones presentadas.”
A la vista de cuanto antecede, la Comisión propone: 


1.- Desestimar las alegaciones formulas por D. Isidro Navarro Jiménez, Dña. Beatriz Gallego Calderón, D. Julio F. Mañas Viniegra y Dña. María Eugenia Sánchez Prado en representación de la entidad Mercantil CIRUFAC, S.L. y D. Femiliano Diez García, por los motivos expuestos en los informes anteriormente referidos.

2.- Aprobar Provisionalmente  el documento de Modificación del PGM relativo a cambio de la calificación de la subparcela “D” del APE 28.02 Avda. Hispanidad de dotacional Espacios Libres a Dotacional Administrativo Institucional y cambio de la calificación de  dotaciones de Servicios Urbanos a Zonas Verdes en terrenos Municipales de la Ribera del Marco, por cuanto al tratarse de una modificación de carácter estructural su aprobación definitiva corresponde a la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio.
3.- Remitir el documento al Comisión Jurídica de Extremadura, a los efectos de la emisión de informe a que hace referencia el artículo artículo 80 de la Ley del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura (Ley 15/2001 de 14 de diciembre  según redacción dada por el artículo 18 de la Ley 10/2015) en su apartado 3 que dispones que la aprobación definitiva de las modificaciones de los instrumento de planeamiento urbanístico cuando tengan por objeto una diferente zonificación o uso urbanístico de las zonas verdes o de los espacios libres previstos exigirá informe favorable del Consejo Consultivo de Extremadura (en la actualidad Comisión Jurídica de Extremadura), informe que deberá incorporarse al expediente con anterioridad a la aprobación definitiva. En este mismo sentido el artículo 105 del Reglamento de Planeamiento de Extremadura.

La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad a los informes obrantes en el expediente y dictamina favorablemente la desestimación de las alegaciones formulas por D. Isidro Navarro Jiménez, Dña. Beatriz Gallego Calderón, D. Julio F. Mañas Viniegra y Dña. María Eugenia Sánchez Prado en representación de la entidad Mercantil CIRUFAC, S.L. y D. Femiliano Diez García, por los motivos expuestos en los informes anteriormente referidos, así como aprobar provisionalmente  el documento de Modificación del PGM relativo a cambio de la calificación de la subparcela “D” del APE 28.02 Avda. Hispanidad de dotacional Espacios Libres a Dotacional Administrativo Institucional y cambio de la calificación de  dotaciones de Servicios Urbanos a Zonas Verdes en terrenos Municipales de la Ribera del Marco, por cuanto al tratarse de una modificación de carácter estructural su aprobación definitiva corresponde a la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio.
El Sr. Ibarra, de Ciudadanos, se ausenta del debate y votación del siguiente asunto por tener interés particular y poder ser causa de abstención. 
LICENCIAS

3º.-

Licencia para proyecto reformado segundo de adaptación de local para ampliación y cambio de uso a la actividad de restaurante y venta al por menor de productos de alimentación en C/ Santa Joaquina de Vedruna nº 2. 

Se presenta a la Comisión para su dictamen Licencia para proyecto reformado segundo de adaptación de local para ampliación y cambio de uso a la actividad de restaurante y venta al por menor de productos de alimentación en C/ Santa Joaquina de Vedruna nº 2, tramitada a instancias de Dehesa de Solana Extremadura S.L. (Expte. LIC-OMA-0149-2016). El informe emitido por el jefe de la Sección de Licencias dice literalmente:
“Conforme con los informes técnicos obrantes en el expediente. 

No obstante, se considera que debe ser sometido a dictamen de Comisión de Urbanismo a efectos de estudiar la excepcionalidad del caso. 

En primer lugar, el informe de Urbanismo dice que el asunto debe ser dictaminado puesto que así lo establece tanto la Ordenanza Municipal Reguladora de extracción de humos (BOP 22 marzo de 2016) como el Plan General Municipal (modificado en esta materia.BOP 22 marzo 2016). La ordenanza dice literalmente: 

“1.- Como regla general, la evacuación de humos se realizará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6.6.3 y 4.5.7 del P.G.M. de Cáceres.

2.- No obstante, y con carácter excepcional, debidamente acreditado por técnico competente, y a criterio municipal, previo dictamen de la Comisión de Urbanismo, podrán ser eximidos de la instalación de chimenea en cubierta y autorizarse otros sistemas alternativos de evacuación de humos, aquellos locales ubicados en edificios anteriores a la entrada en vigor del P.G.M., para actividades recreativas, exceptuando churrerías y elaboración de masas fritas, freidurías, hornos obradores, asadores de carne o pollo, cocinas procedentes de usos industriales y similares que sean generadores de intensos olores.

Tras lo anterior, concurrirán algunas de las siguientes circunstancias:

a) Problemas de diseño que pudiera conllevar la instalación de chimenea debido a que el local no sea colindante en ningún punto (perímetro o forjado del local) con el patio y no sea posible llevar el conducto de extracción a la cubierta del edificio, lo cual deberá quedar debidamente justificado por técnico competente.

b) No autorización de chimenea por parte de la comunidad de propietarios del edificio, debidamente justificado.
c) Edificio incluido en el Catálogo de Bienes Protegidos del P.G.M. (siempre que no desvirtúe el objeto de su catalogación) o ubicado dentro del ámbito de aplicación del Plan Especial de Protección y Revitalización del Patrimonio Arquitectónico de la Ciudad de Cáceres en los que la instalación de chimenea pueda producir un fuerte impacto visual en su entorno paisajístico protegido patrimonialmente.

3.- En estos casos podrá autorizarse que la extracción de aire de las cocinas se realice a fachada siempre y cuando sea a través de sistemas homologados depuradores de alta eficacia en sustitución de las chimeneas, con filtros que garanticen la adecuada depuración de los efluentes a evacuar y teniendo en cuenta las siguientes circunstancias:…”
El artículo 6.6.3 del PGM establece: 

“Artículo 4.5.7.1.i)  Condiciones particulares de la Clase Recreativo

…La evacuación del aire al exterior, se realizará conforme a lo determinado al respecto por el CTE. No se permitirá en ningún caso la instalación de extractores de humos y/o gases, provenientes de cocinas, aseos, etc. directamente al exterior. 

No obstante lo dispuesto anteriormente, se podrán dotar de instalaciones alternativas de conformidad con lo establecido en el artículo 6.6.3 y su Ordenanza de desarrollo.”

“Artículo 6.6.3. Evacuación de humos 

…Como regla general, la evacuación de humos de actividades recreativas se realizará de

conformidad con lo dispuesto anteriormente, no obstante, y con carácter excepcional, debidamente acreditado por técnico competente, y a criterio municipal, previo dictamen de la Comisión de Urbanismo, podrán ser eximidos de la instalación de chimenea en cubierta y autorizarse otros sistemas alternativos de evacuación de humos, aquellos locales ubicados en edificios anteriores a la entrada en vigor del P.G.M., para actividades recreativas, exceptuando churrerías y elaboración de masas fritas, freidurías, hornos obradores, asadores de carne o pollo, cocinas procedentes de usos industriales y similares que sean generadores de intensos olores.”
Por tanto, nuestra normativa prevé como regla general que la salida de humos se realice a la cubierta del edificio, si bien, excepcionalmente, a criterio municipal y previo dictamen de la Comisión de Urbanismo, se permite que se realice a fachada cuando se den unas circunstancias determinadas, las cuales concurren en el supuesto que nos ocupa, tal como informa favorablemente el técnico del Servicio. 

En mi opinión, no sería necesario traer todos los supuestos de excepcionalidad caso por caso, siempre que cuenten con el informe favorable del Servicio de Urbanismo, y debemos entender que el previo dictamen de la Comisión se podría  hacer con carácter general para todos aquellos casos en los que el informe sea favorable y no presente peculiaridad o problema especial. De lo contrario, el procedimiento de concesión de las distintas licencias puede sufrir retrasos innecesarios. No obstante, en el caso de que la solicitud presente alguna peculiaridad y así lo manifieste el informe del Servicio de Urbanismo, tal como dice el texto, “a criterio municipal”, considero que sí sería necesario dictamen expreso de la Comisión para ese caso concreto.  

En mi opinión, esta interpretación no desvirtúa el contenido de la norma, puesto que se produciría un dictamen de Comisión, tal como se exige en la misma, delegando el “criterio municipal de la excepcionalidad” a los técnicos del Servicio de Urbanismo para verificar si el supuesto se encuadra dentro de los supuestos contemplados y si la instalación propuesta cumple lo establecido en la norma, en cuyo caso el criterio municipal debería ser favorable a la concesión, porque debemos recordar que el cumplimiento reglado, como es el caso, de la excepcionalidad prevista en la norma supone el cumplimiento de la misma. 

En segundo lugar, el informe del Servicio de Urbanismo dice que el caso está sujeto a otra excepcionalidad para que sea considerada por la Comisión de Urbanismo puesto que la extracción de este supuesto se realiza a fachada de patio interior. 

El punto 3 de la Ordenanza dice que: 

- Excepcionalmente, podrán admitirse evacuación de humos por fachadas a patios de parcela, tras la valoración y análisis de cada caso, debiendo tener un mínimo de 6 metros de diámetro y cumplir la extracción toda su normativa de aplicación.
El caso que nos ocupa, tal como informa Urbanismo, evacúa a patio de parcela con 6 metros de diámetro por lo que cumpliría la excepción prevista a la regla general. 

Por tanto, considero que el asunto debe ser doblemente dictaminado por la Comisión de Urbanismo. 

Visto el resto de documentación aportada y el procedimiento seguido, el técnico que suscribe no observa inconvenientes jurídicos para poder acceder a lo solicitado en materia de su competencia.

En el supuesto que fuera concedida la licencia deberán observarse las siguientes CONDICIONES GENERALES:

No obstante, al tratarse de obras para la instalación de una actividad deberá imponerse como condición: con carácter previo al ejercicio de la actividad deberá iniciar el procedimiento de comunicación previa o comunicación ambiental ante la Sección de Actividades según legalmente corresponda. 
Una vez finalizadas las obras se incorporará al expediente: 

- Certificado final de obras visado, y previo a la puesta en funcionamiento un certificado acústico realizado por laboratorio de ensayo acreditado, de conformidad con el artículo 4 de la Ordenanza Municipal de Protección del Medio Ambiente en materia de Ruidos y Vibraciones (BOP Cáceres,18 junio 2009).

- Certificado por empresa instaladora y/o técnico competente de que el equipo de filtración es adecuado a la actividad a desarrollar. Incorporar programa de mantenimiento validado por empresa instaladora. Deberá aportar contrato de mantenimiento con al empresa que llevará a cabo el mismo. 

Asimismo, según informe del Ingeniero Industrial de la Inspección de Servicios Municipal, se deberá cumplir la siguiente condición: Se presentará certificado final de la instalación eléctrica. 

En el supuesto de que se pretenda realizar nueva conexión a la red de saneamiento y/o abastecimiento en todo caso, se deberá cumplir el pliego de condiciones elaborado por el Servicio de Infraestructuras del cual se adjunta copia, debiendo ponerse en contacto con la empresa concesionaria del servicio de aguas. 

Una vez finalizadas las obras deberá presentar fotocopia sellada de la presentación en el registro de Catastro del documento de alteración catastral (modelo 902 o el que legalmente corresponda).

Es cuanto debo informar, para su conocimiento y efectos oportunos.”

La COMISIÓN, tras breve debate, por  unanimidad, da su conformidad a los informes obrantes en el expediente y dictamina favorablemente la concesión de la Licencia para proyecto reformado segundo de adaptación de local para ampliación y cambio de uso a la actividad de restaurante y venta al por menor de productos de alimentación en C/ Santa Joaquina de Vedruna nº 2. 
Acto seguido se incorpora el Sr. Ibarra, dado que la votación sobre aplicación de un criterio general de la normativa no provoca causa alguna de abstención. 

Asimismo, la COMISIÓN, por  unanimidad, da su conformidad a los informes obrantes en el expediente y dictamina favorablemente adoptar como criterio general la innecesariedad de dictaminar por esta Comisión de Urbanismo caso por caso, las excepcionalidades previstas tanto en la Ordenanza Municipal Reguladora de la Extracción de Humos como en el artículo 6.6.3 del PGM en materia de evacuación de humos, siempre que cuenten con informe favorable del Servicio de Urbanismo por cumplir los supuestos y las condiciones técnicas establecidas en la normativa.  En el supuesto de que el informe del Servicio de Urbanismo ponga de manifiesto alguna cuestión interpretativa será necesario el dictamen expreso de esta Comisión. Asimismo, se dictamina la necesidad de que periódicamente se de cuenta a esta Comisión de la relación de licencias concedidas al amparo de esta normativa.   
     





 CONTRATACION
4º.-
Aprobación del expediente de contratación del Servicio Público de estacionamiento limitado y controlado de vehículos en la vía pública de la Ciudad de Cáceres. 

Se presenta a la Comisión para su dictamen la aprobación del expediente de contratación del Servicio Público de estacionamiento limitado y controlado de vehículos en la vía pública de la Ciudad de Cáceres, tramitada a instancias de este Ayuntamiento de Cáceres (Expte. CON-Gs-0004-2016). El informe emitido por el Secretario General de este Ayuntamiento dice literalmente:

“Asunto.- Aprobación del expediente de contratación del Servicio público de estacionamiento limitado y controlado de vehículos en la vía pública de la ciudad de Cáceres.

Examinado el expediente de referencia y, en cumplimiento de lo preceptuado en el Real Decreto 1174/1987, de 18 de septiembre, por el que se regula el régimen de los funcionarios de Administración Local con habilitación nacional y la Disposición Adicional Segunda del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, se emite el siguiente informe:

Antecedentes
I.- Por el Jefe del Servicio de Infraestructuras se ha redactado el Anteproyecto de Explotación y el Pliego de Prescripciones Técnicas en el que se concretan las prescripciones técnicas particulares que han de regir la realización de la prestación de este Servicio.

Y por la Sección de Contratación se ha redactado el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares, acordándose para su adjudicación la tramitación ordinaria y el procedimiento abierto, atendiendo a una pluralidad de criterios, en los términos de los artículos 138 a 147, 150 a 154 y 157 a 161 del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.
II.- La Intervención Municipal ha emitido el correspondiente informe de fiscalización previa y limitada, en el que formula observaciones sobre la estructura mensual de la liquidación, la proposición económica, el importe de la garantía definitiva, la revisión de las tarifas, y el importe del Valor Estimado figurado en el Anteproyecto de Explotación.

Consideraciones jurídicas
Primera.- Legislación aplicable. 

Estamos ante el expediente ordinario de un contrato de gestión de servicios públicos, de naturaleza administrativa, cuya adjudicación se pretende por el procedimiento abierto, y al que le es de aplicación la siguiente normativa:

- Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local (LBRL).

- Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local (TRRL).

- Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de diciembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (TRLCSP).

- Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público.

- Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (RGLCAP), en todo lo que no se oponga al anterior.

- Título III del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, aprobado por Decreto de 17 de junio de 1955, en cuanto no resulte modificado por las disposiciones anteriormente referidas.
Supletoriamente le serán de aplicación las restantes normas de derecho administrativo y, en su defecto, las normas de derecho privado.

Segunda.- Competencia para contratar. 

El servicio de estacionamiento limitado y controlado de vehículos en la vía pública contratado ostenta la calificación de servicio público municipal, integrado dentro de los servicios de tráfico, estacionamiento de vehículos y movilidad, atribuidos a la competencia municipal por el artículo 25. g) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

La competencia para contratar corresponde al Pleno de la Corporación, por tratarse de un contrato de duración superior a cuatro años, en los términos del apartado 1 de la Disposición Adicional Segunda del TRLCSP.
Tercera.- Expediente de contratación. 

En él figuran los documentos precisos a que hace referencia el artículo 109 del TRLCSP y que se enumeran en los antecedentes de este informe: Anteproyecto de Explotación, Pliegos de Prescripciones Técnicas y de Cláusulas Administrativas Particulares que han de regir el contrato, e informe de Intervención de fiscalización previa y limitada del gasto.

Cuarta.- Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares. 

El Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares redactado específicamente para este contrato se ajusta a lo dispuesto en los artículos 115.2 del TRLCSP y 67 del Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, e incluye las condiciones definidoras de los derechos que asumirán las partes del contrato y a cuyo contenido debe ajustarse el propio contrato, considerándose las cláusulas del pliego como parte integrante de aquél (TRLCSP art. 115.3).
De las observaciones recogidas en el informe de la Intervención Municipal, y previa consulta con el Jefe del Servicio de Infraestructuras, se han incorporado al PCAP las referidas a la estructura mensual de la liquidación, la proposición económica, y la revisión de las tarifas.

Por lo que se refiere al importe de la garantía definitiva, mantenemos la redacción dada por el PCAP, en base a las siguientes consideraciones:

Conforme establece el artículo 95 del TRLCSP los que presenten las ofertas económicamente más ventajosas en las licitaciones de los contratos que celebren las Administraciones Públicas deberán constituir a disposición del órgano de contratación una garantía de un 5 por 100 del importe de adjudicación, excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido. En el caso de los contratos con precios provisionales a que se refiere el artículo 87.5, el porcentaje se calculará con referencia al precio máximo fijado.
Y según el criterio mantenido por la Junta Consultiva de Contratación Administrativa, entre otros, en Informe 57/1999, de 21 de diciembre de 1999, el precio o importe de un contrato de gestión de servicios públicos, en general de cualquier contrato de la Administración viene determinado en función de su plazo de duración, sin que sea lícita su reducción al importe de una anualidad”.

En los mismos términos se ha manifestado el Tribunal de Cuentas, entre otras, con  ocasión de la fiscalización llevada a cabo en relación con el contrato de Servicio Público de Transporte Colectivo Urbano de Viajeros, donde se recoge expresamente la siguiente observación:

“En la cláusula 8.4 del PCAP se establece la obligación del adjudicatario de prestar una garantía definitiva por importe de 1.000.000,00 de euros y no una por el 5% del importe total de adjudicación, requerido por el artículo 95.1 del TRLCSP”.

En aquella ocasión se modificó igualmente la redacción dada por los Servicios Jurídicos a al PCAP, en estos mismos términos, a propuesta de la Intervención Municipal y mereció el reparo del Tribunal de Cuentas.

Quinta.- Crédito presupuestario.

No se requiere dadas las características económicas del servicio a concesionar.

Sexta.- Procedimiento de adjudicación y Licitación.

El presente contrato se adjudicará por procedimiento abierto, atendiendo a una pluralidad de criterios, de conformidad con lo establecido en los artículos 138 a 147, 150 a 156 y 157 a 161 del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.

En cuanto a la convocatoria de la licitación, el anuncio del contrato se publicará en el Boletín Oficial de la Provincia, conforme a lo dispuesto en el artículo 142.1 del TRLCSP, estableciéndose un plazo para la presentación de ofertas de UN MES, a contar desde su publicación.

Conclusiones

Por todo ello, y con la observación referida al importe de la garantía definitiva, se informa favorablemente el expediente tramitado para la contratación del Servicio público de estacionamiento limitado y controlado de vehículos en la vía pública de la ciudad de Cáceres, procediendo que el órgano de contratación, con carácter previo a la convocatoria de la licitación, apruebe el expediente de contratación, que llevará implícita la del Anteproyecto de Explotación, los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares y de Prescripciones Técnicas, y del gasto correspondiente. En la misma resolución se acordará la apertura del procedimiento de adjudicación mediante la convocatoria de la licitación del contrato. 

Es todo cuanto tenemos el honor de informar, que no obstante sometemos a cualquier otro criterio mejor fundado.
“
El Sr. Licerán, manifiesta que su grupo mantiene su posición política en contra de esta medida puesto que tienen claro que se necesita una mejora del tráfico y de la movilidad urbana pero que no se debe cobrar por ello, que Cáceres necesita un plan más serio en este tema sin peajes al ciudadano. Asimismo, manifiesta una serie de objeciones al pliego. En primer lugar, se hace referencia a que el sistema de control de acceso a la parte antigua que se realiza con cámaras está en pruebas, y que debe corregirse. En segundo lugar, está en contra de que la concesión de tarjetas de residentes sea una cuestión que controle la empresa concesionaria y que debería ser el propio Ayuntamiento. En tercer lugar, indica que le parece excesivo el plazo de dos meses para sustitución de trabajadores. Finalmente, le parece que el plazo de concesión por diez años es excesivo y supone hipotecar el servicio en un sistema que no saben si funcionará. Por todo ello, indica que su grupo va a votar en contra puesto que se genera un nuevo impuesto al ciudadano para aparcar en el centro con el objetivo de que se llene un parking que no está funcionando. 

El Sr. Ibarra, de Ciudadanos, manifiesta que su grupo va a votar a favor puesto que ellos han presentado una serie de exigencias y consideraciones que han sido incorporadas por el equipo de gobierno, por lo que se dan por satisfechos, aún sabiendo que es una medida impopular, pero necesaria, tal como establece el Plan de Movilidad Municipal, habiendo llegado a un término medio sobre la zona azul que en él se establece. 

El Sr. Calvo, de CácERES TU, manifiesta que su grupo está totalmente en contra puesto que esta medida supone gravar al ciudadano y provoca un aumento de la movilidad de vehículos puesto que se limita el tiempo de su estacionamiento traduciéndose en más movimientos por lo que se aumenta la contaminación. Además esta medida no se acompaña de un fomento del trasporte público sino que se encarece.

El Sr. Pacheco, Presidente de esta Comisión contesta que se modificará la referencia a las cámaras en pruebas, que ha tomado nota de la propuesta sobre las tarjetas de residentes, pero que esto no significa que el Ayuntamiento no controle esa cuestión. En cuanto a la duración de diez años dice que es necesario por el coste de renovación de los aparatos controladores más modernos con nuevos sistemas de pago. Respecto a los límites de la zona indica que el PIMUS era mucho más amplio y se ha llegado a un término medio, y que incluso hay zonas que lo han solicitado los propios vecinos. Asimismo, presenta a la Comisión una modificación en los límites de la zona amarilla en las calles del entorno de la Audiencia Provincial para incluir las calles de Plaza de las Canterías, Luis Grande Baudesson, Peñas y el inicio de la Avenida de San Blas hasta la confluencia con la Calle Trujillo, para lo que incorpora un nuevo plano con la nueva delimitación. Justifica que así se cierra esa zona demandada por los vecinos y que está dentro del Plan Especial. 
La COMISIÓN, tras breve debate, por cuatro votos favorables, tres de los miembros del Grupo Popular y uno del de Ciudadanos, y tres votos en contra de los dos miembros del Grupo Socialista y del de CácERES TU, da su conformidad a los informes obrantes en el expediente y dictamina favorablemente la aprobación del expediente de contratación del Servicio Público de estacionamiento limitado y controlado de vehículos en la vía pública de la Ciudad de Cáceres con la inclusión en zona amarilla de las calles del entorno de la Plaza de la Audiencia indicada. 
5º.-
Modificación del contrato de concesión del servicio Público de Transporte Urbano de viajeros de la ciudad de Cáceres. 

Se presenta a la Comisión para su dictamen la Modificación del contrato de concesión del servicio Público de Transporte Urbano de viajeros de la ciudad de Cáceres, tramitada a instancias de este Ayuntamiento de Cáceres. El informe emitido por el Secretario General de este Ayuntamiento dice literalmente:
“Asunto.- Modificación del Contrato de Concesión del Servicio Público de transporte Urbano de Viajeros de la ciudad de Cáceres.
Antecedentes

I.- Por acuerdo plenario de fecha dieciséis de julio de dos mil quince se constituye la Mesa de Diálogo del Servicio del Transporte Urbano en autobús, donde se han estudiado las propuestas recogidas en el Plan Director del Servicio público de Transporte Urbano Colectivo de viajeros de Cáceres, presentado por SUBUS, S.A., así como las presentadas por sus propios miembros.

Estudiadas las distintas propuestas, por parte de la Presidencia de la Mesa, se solicita del Jefe del Servicio de la Inspección Municipal la redacción del informe técnico-económico necesario para iniciar el expediente de modificación del contrato.

Atendiendo esta petición, con fecha tres de agosto de dos mil dieciséis, el Jefe del Servicio de la Inspección Municipal, emite informe en el que se recogen las siguientes modificaciones:

- Creación de una Línea “Refuerzo Mejostilla-Campus”. 

- Unión de las Líneas 4, 9 y 40, creando una única Línea L4.

- Modificación de la Línea 6, en su acceso al “Residencial Universidad”.

- Modificación de la Línea 5 a su paso por Capellanías, los fines de semana y festivos.

- Implementación nueva tarjeta “Transbordo” o “Bono Combinado”.

Modificaciones que suponen un coste total de TRESCIENTOS CUATRO MIL SEISCIENTOS QUINCE EUROS CON DOS CÉNTIMOS ANUALES (304.615,02 euros/anuales), Impuesto sobre el Valor Añadido NO incluido, desglosado en:

- Línea “Refuerzo Mejostilla-Campus”: 70.255,26 euros.

- Unión Líneas 4, 9 y 40; Línea L4: 94.732,41 euros.

- Modificación Línea 6: 8.042,20 euros.

- Modificación Línea 5: 1.585,15 euros.

- Implementación “Transbordo” o “Bono Combinado”: 130.000,00 euros.

Y para garantizar el equilibrio económico de la concesión, en el informe se propone, para su estudio, una modificación de las tarifas. 

II. De esta propuesta de modificación se dio traslado a la Intervención Municipal con fecha ocho de agosto de dos mil dieciséis, para la emisión del correspondiente informe.

Y con fecha tres de octubre de dos mil dieciséis, la Intervención Municipal emite informe  favorable. 

III. En informe complementario, de fecha cuatro de octubre de dos mil dieciséis, el Jefe del Servicio de Inspección Municipal, se propone la fijación de un precio para las tarjetas chips sin contacto.   
Consideraciones Jurídicas

Primera.- Legislación aplicable.

Estamos ante un contrato formalizado el día treinta de abril de dos mil catorce, y cuyo régimen jurídico viene determinado por las siguientes normas:  

- Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local (LBRL).

- Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local (TRRL).

- Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de diciembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (TRLCSP).

- Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo, por el que se desarrolla parcialmente la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público.

- Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (RGLCAP), en todo lo que no se oponga al anterior.

- Título III del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, aprobado por Decreto de 17 de junio de 1995, en cuanto no resulte modificado por las disposiciones anteriormente referidas
Supletoriamente le serán de aplicación las restantes normas de derecho administrativo y, en su defecto, las normas de derecho privado.

Segunda.- Modificación del contrato.

La facultad de modificar unilateralmente el contrato por parte de la Administración, o ius variandi, es una prerrogativa de la Administración que opera por mandato de la Ley, la cual, le atribuye una potestad exorbitante en materia de contratación, pero la propia ley marca también los límites al ejercicio de esta prerrogativa. 

En el presente momento, se encuentra regulada con carácter general para todos los contratos (no sólo los administrativos) y de forma pormenorizada en el nuevo Título V del Libro I denominado “modificación de los contratos” cuya redacción procede de la modificación de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público (LCSP), por la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible (LES) y respecto a los contratos administrativos en el  artículo 219  TRLCSP, si bien dicha potestad es también regulada en cada uno de los contratos administrativos típicos regulados en el Libro Segundo de la Ley.

Se establece, por tanto, una regulación general para todos los contratos (título V del libro II) y unas normas concretas para los contratos administrativos (art. 219).

La LES suprime la causa general habilitante de que las modificaciones se deban a causas imprevistas, estableciendo unos supuestos concretos en que procede la modificación.

- Regulación general para todos los contratos.

El TRLCSP parte de la distinción entre modificaciones previstas en los pliegos o anuncio de licitación y modificaciones no previstas en dicha documentación (art. 105  TRLCSP). 

Si bien, establece en uno u otro caso las siguientes limitaciones:

  - Si fuese necesario que la prestación se ejecutase en forma distinta a la pactada inicialmente deberá procederse a la resolución del contrato en vigor y a la celebración de otro bajo las condiciones pertinentes. Este nuevo contrato deberá adjudicarse de acuerdo con lo previsto en el  Libro III (art. 105.1 párrafo segundo).

- La modificación del contrato no podrá realizarse con el fin de adicionar prestaciones complementarias a las inicialmente contratadas, ampliar el objeto del contrato a fin de que pueda cumplir finalidades nuevas no contempladas en la documentación preparatoria del mismo, o incorporar una prestación susceptible de utilización o aprovechamiento independiente. En estos supuestos, deberá procederse a una nueva contratación de la prestación correspondiente, en la que podrá aplicarse el régimen establecido para la adjudicación de contratos complementarios si concurren las circunstancias previstas en los artículos 171.b) y 174.b).

Nos referiremos aquí al supuesto de modificaciones previstas en la documentación que rige la licitación.

Conforme establece el artículo 106 TRLCSP, los contratos del sector público podrán modificarse siempre que en los pliegos o en el anuncio de licitación se haya advertido expresamente de esta posibilidad y se hayan detallado de forma clara, precisa e inequívoca las condiciones en que podrá hacerse uso de la misma, así como el alcance y límites de las modificaciones que pueden acordarse con expresa indicación del porcentaje del precio del contrato al que como máximo puedan afectar, y el procedimiento que haya de seguirse para ello.

A estos efectos, los supuestos en que podrá modificarse el contrato deberán definirse con total concreción por referencia a circunstancias cuya concurrencia pueda verificarse de forma objetiva y las condiciones de la eventual modificación deberán precisarse con un detalle suficiente para permitir a los licitadores su valoración a efectos de formular su oferta y ser tomadas en cuenta en lo que se refiere a la exigencia de condiciones de aptitud a los licitadores y valoración de las ofertas. 
La cláusula 9.2 del Pliego de Prescripciones Técnicas, referida a las Líneas de Transporte,  establece que “…durante la vigencia del contrato el concesionario vendrá obligado a realizar todas aquellas modificaciones de los servicios, incluso el establecimiento de nuevas líneas o la modificación o supresión, total o parcial, de las existentes, que le sean ordenadas por el Excmo. Ayuntamiento de Cáceres. De acuerdo con tales variaciones, quedará, en su caso, modificada la Red de Transporte que se contempla y define en los Anexos I y II del presente Pliego. Estas modificaciones se realizarán según lo establecido en la cláusula 13 del presente Pliego y en el Pliego de Condiciones Administrativas Particulares”.

Por su parte, el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares, en su cláusula 26ª.- Modificación del contrato, dispone que:

“El órgano de contratación podrá acordar, una vez perfeccionado el contrato y por razones de interés público, modificaciones en las características del servicio contratado y, en su caso, las tarifas que hayan de ser abonadas por los usuarios, cuando sean consecuencia de causas imprevistas, justificándolo debidamente en el expediente. Estas modificaciones no podrán afectar a las condiciones esenciales del contrato. En lo concerniente a su régimen se estará a lo dispuesto en los artículos 210, 211, 219 Y 282 del TRLCSP.

Cuando las modificaciones afecten al régimen financiero del contrato, la Administración compensará al contratista de manera que se mantenga el equilibrio de los supuestos económicos que fueron considerados como básicos en la adjudicación del contrato. 

El órgano de contratación deberá restablecer el equilibrio económico del contrato, en beneficio de la parte que corresponda, en los siguientes supuestos:

a.- Cuando la Administración modifique, por razones de interés público y de acuerdo con lo establecido en el título V del libro I del TRLCSP, las características del servicio contratado.

b.- Cuando actuaciones de la Administración determinaran de forma directa la ruptura sustancial de la economía del contrato.

c.- Cuando causas de fuerza mayor determinaren de forma directa la ruptura sustancial de la economía del contrato. A estos efectos, se entenderá por causas de fuerza mayor las enumeradas en el artículo 231 del TRLCSP.

En los supuestos previstos en el apartado anterior, el restablecimiento del equilibrio económico del contrato se realizará mediante la adopción de las medidas que en cada caso procedan. Estas medidas podrán consistir en la modificación de las tarifas a abonar por los usuarios y, en general, en cualquier modificación de las cláusulas de contenido económico incluidas en el contrato. Asimismo, en los casos previstos en los apartados b) y c) podrá prorrogarse el plazo del contrato por un período que no exceda de un 10 por ciento de su duración inicial, respetando los límites máximos de duración previstos legalmente”. 

- Normas especificas de los contratos administrativos.

Sin perjuicio de serles de aplicación a los contratos administrativo lo expuesto en los epígrafes anteriores, a ellos se refiere de forma concreta también dada su ubicación el art. 219 TRLCSP, según el cual, “una vez perfeccionado el contrato, el órgano de contratación sólo puede introducir modificaciones por razones de interés público en los casos y en la forma previstos en el título V del libro I, y de acuerdo con el procedimiento regulado en el artículo 211.
En estos casos, las modificaciones acordadas por el órgano de contratación serán obligatorias para los contratistas.

Las modificaciones del contrato deberán formalizarse conforme a lo dispuesto en el artículo 156”. 

Esta prerrogativa de la Administración encuentra su fundamentación en las razones de interés público que amparen la adopción de esta medida.

Como es bien sabido, el concepto “interés público” es lo que se denomina doctrinalmente un concepto jurídico indeterminado, con el que juega la Administración en cada momento para justificar su actuación, recordando a este respecto que la consecución de dicho interés (público o general) es lo que orienta su actuación.
Así pues, parece evidente que una de las esenciales cuestiones que debe acreditar debidamente la Administración en la tramitación de un expediente de modificación de un contrato, es la concurrencia de razones de interés público que amparen la adopción de dicha medida. 

Tercera.- Procedimiento. 

Como todo acto administrativo, las decisiones unilaterales de modificación van precedidas de la instrucción del correspondiente procedimiento, pudiendo destacar a este respecto las siguientes reglas de procedimiento contenidas en el artículo 211 TRLCSP.

El primer apartado de este precepto impone la obligación de dar audiencia al contratista. 

La siguiente regla procedimental la encontramos en el apartado segundo de este mismo precepto, en cuya virtud, se establece con carácter no básico que en la Administración General del Estado, sus organismos autónomos, las entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social y demás entidades públicas estatales, los acuerdos a que se refiere el apartado primero deberán ser adoptados previo informe del Servicio Jurídico correspondiente.

En función de lo dispuesto en la  Disposición Adicional 2ª del TRLCSP, los informes que la Ley asigna a los servicios jurídicos se evacuarán, en el ámbito de la Administración Local, por el Secretario o por el órgano que tenga atribuida la función de asesoramiento jurídico de la Corporación.

Una vez tramitado el expediente de modificación, tiene que recaer el acuerdo aprobatorio del órgano de contratación, sin el cual no se puede introducir ni ejecutar ninguna modificación.

Y finalmente, la modificación del contrato debe formalizarse siguiendo el régimen general establecido para la formalización de los contratos (art. 219.2 TRLCSP).

Conclusiones

Por todo ello, procedería que el órgano de contratación, a la vista del informe emitido por el Jefe del Servicio de Inspección Municipal, apreciara las razones de interés público que justifican las modificaciones propuestas, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo art. 219 TRLCSP.”
El Sr. Secretario informa que la tarifa está sujeta a su aprobación por la Comunidad Autónoma a través de la Comisión Regional de Precios teniendo entrada en vigor el próximo 1 de julio de 2017 las solicitudes realizadas con posterioridad al 15 de septiembre de 2016 hasta finales de año. 


El Sr. Hurtado del grupo Socialista, indica que esta mala situación tan solo dos años después otorgar la concesión es consecuencia de que se hizo un contrato continuista e insuficiente y se pregunta qué pasaría si se hubiera convocado la mesa y se hubiera optado por adquirir autobuses más pequeños y más eficientes, si se hubiera implantado una línea circular, o se hubiera establecido la tarjeta de trasbordo, tal como ellos solicitaron. Dice que modificar el contrato ahora es una chapuza porque no se hizo bien y que ya advirtieron que pasarían estas cosas. Por tanto van a votar en contra. 

El Sr. Ibarra, de Ciudadanos, está de acuerdo en que se podría haber hecho mejor pero que el contrato ahora debe modificarse y que el Ayuntamiento no puede cargar con todo el peso y debe repercutirlo, por lo que se va a abstener. 


El Sr. Calvo, de CácERES TU, manifiesta una serie de dudas con los datos que no le cuadran y que parecen hechos para justificar la subida a una cantidad concreta. Además está en contra de que se cargue más al ciudadano consecuencia de una mala política de transporte público que penaliza a los usuarios que son los más desfavorecidos. 

El Sr. Pacheco contesta que el servicio es deficitario y que se podría haber convocado la mesa, que se estudió que por orografía el circular no era viable técnicamente y que se hizo el esfuerzo de llevar el bus a todos los barrios de Cáceres. Pone a disposición la explicación de todos los datos y que la propuesta es el resultado de la Mesa. 

La COMISIÓN, tras breve debate, por tres votos favorables de los miembros del Grupo Popular, tres votos en contra de los dos miembros del Grupo Socialista y del de CácERES TU, y la abstención del miembro de Ciudadanos, con el voto de calidad del Presidente, da su conformidad a los informes obrantes en el expediente y dictamina favorablemente y propone al Pleno de la Corporación  la adopción del siguiente acuerdo:

Primero: Aprobar   la modificación del contrato de concesión del servicio Público de Transporte Urbano de viajeros de la ciudad de Cáceres en los términos propuestos en el informe del Sr. Jefe de la Inspección de los Servicios Técnicos.

Segundo: De conformidad con lo previsto en el articulo 7 del Decreto 74/2004, de 18 de mayo,  proponer a la Comisión Regional de Precios de la Comunidad Autónoma de Extremadura, la autorización de los siguientes tarifas del servicio público de transporte urbano de viajeros, a efectos de financiar la modificación del contrato propuesta, y  que entrará a partir del segundo semestre de 2017:

	
	VIAJEROS 2015
	TARIFAS ACT
	TARIFAS PROP
	INCR. RECAUD.

	BILL. SENCILLO
	1.300.927
	1.00 €
	1.10 €
	130.093 €

	BILL. ESPECIAL
	49.246
	1.15 €
	1.30 €
	7.388 €

	BONO BUS
	1.822.082
	7.00 €
	8.00 €
	182.208 € 

	ABONO MENSUAL
	1.040.611
	27,00 €
	29,00 €
	40.106 €

	B. ESP. RINCON BALL
	372
	2,70 €
	2,80 €
	35 €

	BONO COMBINADO
	--
	---
	11,00 € 
	--

	TOTAL
	
	
	
	359.830 €


6º.-
Prórroga del Contrato de Servicio de Conservación, Mantenimiento y Vigilancia de Espacios Libres, arbolado viario, áreas de juegos infantiles, fuentes públicas y otros elementos del término municipal de Cáceres. 

Se presenta a la Comisión para su dictamen la Prórroga del Contrato de Servicio de Conservación, Mantenimiento y Vigilancia de Espacios Libres, arbolado viario, áreas de juegos infantiles, fuentes públicas y otros elementos del término municipal de Cáceres, tramitada a instancias de este Ayuntamiento de Cáceres (Expte. CON-serv-0014-2012). El informe emitido por el Secretario General de este Ayuntamiento dice literalmente:
“Asunto.- Prórroga del contrato de Servicio de Conservación, Mantenimiento y Vigilancia de Espacios Verdes, arbolado viario, áreas de juegos infantiles, fuentes públicas y otros elementos del término municipal de Cáceres.

Antecedentes

I. Por acuerdo adoptado por la Junta de Gobierno Local de este Excmo. Ayuntamiento, en sesión semanal ordinaria celebrada en primera convocatoria el día veintiocho de diciembre de dos mil doce, en virtud de delegación efectuada por el Pleno de la Corporación, en acuerdo de fecha quince de septiembre de dos mil once, se adjudicó a la empresa TALHER, S.A., domiciliada en Madrid, Avda. Manoteras, 46, portal Bis, planta 2, y NIF A-08.602.815, el contrato de Servicio de Conservación, Mantenimiento y Vigilancia de Espacios Verdes, arbolado viario, áreas de juegos infantiles, fuentes públicas y otros elementos del término municipal de Cáceres; formalizándose en documento administrativo el día veintidós de enero de dos mil trece.

El contrato se formalizó, entre otras, en las siguientes condiciones:

- Duración: Cuatro años, a contar desde su formalización, prorrogable de mutuo acuerdo entre las partes, de forma expresa, antes de su finalización, por periodos anuales, sin que la duración máxima del contrato, incluidas las prórrogas, pueda exceder de seis años, y con estricta sujeción a los Pliegos de Prescripciones Técnicas y de Cláusulas Administrativas Particulares, y a la oferta presentada y aceptada por este Ayuntamiento.

- Precio: DOS MILLONES DOSCIENTOS VEINTICINCO MIL CINCUENTA Y DOS EUROS CON NOVENTA Y UN CÉNTIMOS ANUALES, (2.225.052,91 euros/anuales), en concepto de canon de conservación, más un 30  por 100 de baja sobre el importe de los trabajos por valoración, que ascienden, según el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares, a la cantidad de DOSCIENTOS TREINTA Y SIETE MIL DOSCIENTOS OCHENTA Y OCHO EUROS CON CATORCE CÉNTIMOS ANUALES, (237.288,14 euros/anuales); lo que arroja un precio anual de DOS MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y DOS MIL TRESCIENTOS CUARENTA Y UN EUROS CON CINCO CÉNTIMOS ANUALES, (2.462.341,05 euros/anuales), y un precio total de NUEVE MILLONES OCHOCIENTOS CUARENTA Y NUEVE MIL TRESCIENTOS SESENTA Y CUATRO EUROS CON VEINTE CÉNTIMOS, (9.849.364,20 euros), para los cuatro años de duración.

Mejoras: Importe global, para los cuatro años de vigencia del contrato, de UN MILLÓN SETECIENTOS CUARENTA Y OCHO MIL VEINTIDÓS EUROS CON VEINTICUATRO CÉNTIMOS, (1.748.022,24 euros); Impuesto sobre el Valor Añadido incluido; lo que supone un importe anual de CUATROCIENTOS TREINTA Y SIETE MIL CINCO EUROS CON CINCUENTA Y SEIS CÉNTIMOS, (437.005,56 euros), Impuesto sobre el Valor Añadido incluido.

II. En escrito de fecha de entrada en este Ayuntamiento el día dieciséis de diciembre de dos mil quince, TALHER, S.A. manifiesta su intención de prorrogar el contrato, por un período de un año, sin menoscabo de que ambas partes puedan acordar otra prórroga posterior, conforme recoge la cláusula 3ª del mismo, y con estricta sujeción a los Pliegos de Prescripciones Técnicas y de Cláusulas Administrativas Particulares, y a las siguientes condiciones económicas:

* Precio global de DOS MILLONES CUATROCIENTOS NOVENTA Y CINCO MIL SETECIENTOS CUARENTA Y UN EUROS CON SESENTA Y UN CÉNTIMOS ANUALES, (2.495.741,61 euros/anuales), Impuesto sobre el Valor Añadido NO incluido; TRES MILLONES DIECINUEVE MIL OCHOCIENTOS CUARENTA Y SIETE EUROS CON TREINTA Y CINCO CÉNTIMOS ANUALES (3.019.847,35 euros/anuales), Impuesto sobre el Valor Añadido incluido, desglosado en:

- Canon de conservación: DOS MILLONES DOSCIENTOS CINCUENTA Y OCHO MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y TRES EUROS CON CUARENTA Y SIETE CÉNTIMOS ANUALES (2.258.453,47 EUROS/ANUALES), Impuesto sobre el Valor Añadido NO incluido; DOS MILLONES SETECIENTOS TREINTA Y DOS MIL SETECIENTOS VEINTIOCHO EUROS CON SETENTA CÉNTIMOS AUALES (2.732.728,70 euros/anuales), Impuesto sobre el Valor Añadido incluido.

- Trabajos por valoración: 30% de baja sobre los precios incluidos en la Base de Precios de Paisajismo.

- Ejecución de mejoras complementarias, según precios incluidos en la Base de Precios de Paisajismo, por un importe anual de TRESCIENTOS SESENTA Y UN MIL CIENTO SESENTA Y UN EUROS CON SESENTA Y DOS CÉNTIMOS ANUALES, (361.161,62 euros/anuales), Impuesto sobre el Valor Añadido NO incluido; Impuesto sobre el Valor Añadido Se incluye el Beneficio Industrial al que se hace referencia en la página 11, cláusula 2.8.22 “Ampliación de los Cuadros de Precios” del Pliego de Prescripciones Técnicas.

III.- La solicitud de prórroga fue remitida, para informe, al Servicio de Infraestructuras, siendo informada favorablemente por el Jefe de la Sección de Parques y Jardines, el día ocho de enero de dos mil dieciséis, con la siguiente condición:

“En aplicación del apartado 2.10 del Pliego de Prescripciones Técnicas que rige el referido contrato, a la finalización de la presente prórroga se considerará amortizado todo el material inventariable que se adquirió durante el primer año de concesión, incluida la maquinaria y elementos de transporte provenientes del anterior contrato con Canal de Isabel II, y adquiridos como maquinaria usada. Quedarán excluidos de esta consideración los vehículos y elementos de transporte que fueron comprados como elementos nuevos o de primer uso al inicio o durante la duración del contrato.
No obstante se podrá considerar, en caso de optar a una segunda y última prórroga, la cesión de uso para ese período, en las condiciones que se establezcan, de todo el material descrito anteriormente hasta la finalización definitiva del contrato”.
IV.- De la documentación obrante en el expediente se dio traslado a la Intervención Municipal, con fecha cuatro de febrero de dos mil dieciséis; y en informe de fecha once de mayo de dos mil dieciséis, el Interventor Municipal señala que “el contrato de que se trata, por un período de duración de cuatro años prorrogable anualmente por otros dos, fue suscrito con fecha veintidós de enero de dos mil trece y finalizará con fecha veintidós de enero de dos mil diecisiete. Así pues esta Intervención puede acreditar la existencia de crédito hasta esa fecha, pero no la posibilidad de continuar otro ejercicio  y su consignación presupuestaria a partir de la fecha de finalización del contrato, ya que no son competencias de esta Intervención”.

V.- En sesión celebrada por la Junta de Gobierno Local de este Excmo. Ayuntamiento el día diez de junio de dos mil dieciséis, la Ilma. Sra. Alcaldesa Presidenta, con el parecer de la Junta de Gobierno Local, RESUELVE:

PRIMERO.- A la vista de la solicitud y de la documentación que figura en el expediente, admitir a trámite la solicitud de TALHER, S.A., de prórroga, por período de un año, del contrato de referencia, siempre que se mantenga, para el nuevo período, el valor de las mejoras presentadas en su oferta, que deberán ser debidamente cuantificadas por los técnicos municipales.

SEGUNDO.- Una vez emitido dicho informe técnico de valoración, deberá darse traslado a la empresa concesionaria, de forma inmediata, para que comunique a este Ayuntamiento la aceptación o no de dichas mejoras.      
VI.- En informe de fecha veintiuno de junio de dos mil dieciséis, el Jefe de la Sección de Parques y Jardines, emite informe en el que se hace constar que la valoración de las mejoras ofertadas por Talher fue de UN MILLÓN TRESCIENTOS SESENTA Y DOS MIL OCHOCIENTOS SETENTA Y CUATRO EUROS CON CUATRO CÉNTIMOS, (1.362.874,04 euros), correspondientes a los cuatro años del contrato, por lo que el valor anual de mejoras es de TRESCIENTOS CUARENTA MIL SETECIENTOS DIECIOCHO EUROS CON CINCUENTA Y UN CÉNTIMOS, (340.718,51 euros), IVA no incluido, que se correspondería con el valor de las mejoras a ejecutar durante el año de prórroga.

De este informe, y asimismo, del informe de fecha veintiuno de junio de dos mil dieciséis, emitido por el Sr. Interventor Municipal, en el que manifiesta su conformidad con el informe del técnico municipal, a los efectos de la aceptación de las mejoras propuestas en la prórroga, se dio cuenta a la Junta de Gobierno Local, en sesión celebrada el día veinticuatro de junio de dos mil dieciséis, acordando la Ilma. Sra. Alcaldesa, mostrar su conformidad con los informes emitidos por el Jefe de la Sección de Parques y Jardines y el Sr. Interventor, así como dar traslado de los mismos a la empresa concesionaria, para que preste, en su caso y en un plazo de diez días, su conformidad a las mejoras y su cuantificación, que deben formar parte del documento de prórroga del contrato.

VII.- La empresa concesionaria ha dado su conformidad, en escrito de fecha de entrada en este Ayuntamiento el día veintiocho de julio de dos mil dieciséis.     

VIII.- En informe de fecha diecinueve de agosto de dos mil dieciséis, el Jefe de la Sección de Parques y Jardines,  hace constar que “la valoración de las mejoras explicitada en mi informe de veintiuno de junio de dos mil dieciséis, se hizo tomando como referencia la cifra utilizada para la valoración d las distintas ofertas en el proceso de licitación (1.362.874,04 euros), debiendo haberse considerado la cifra final de valoración de las mejoras de la oferta de Talher incluyendo el 6% de beneficio industrial (1.444.646,48 euros), como así mismo considera la propia empresa en su documento de “COMPROMISO DE EJECUCIÓN DE MEJORAS COMPLEMENTARIAS”.

Por tanto, la valoración de las mejoras ofertadas por Talher fue de UN MILLÓN CUATROCIENTOS CUARENTA Y CUATRO MIL SEISCIENTOS CUARENTA Y SEIS EUROS CON CUARENTA Y OCHO CÉNTIMOS, (1.444.646,48 euros), Impuesto sobre el Valor Añadido no incluido, correspondientes a los cuatro años del contrato, por lo que el valor anual de mejoras es de TRESCIENTOS SESENTA Y UN MIL CIENTO SESENTA Y UN EUROS CON SESENTA Y DOS CÉNTIMOS ANUALES, (361.161,62 euros/anuales), Impuesto sobre el Valor Añadido NO incluido.

Por tanto, correspondería ejecutar durante el año de prórroga mejoras por valor de CUATROCIENTOS TREINTA Y SIETE MIL CINCO EUROS CON CINCUENTA Y SEIS CÉNTIMOS, (437.005,56 euros), Impuesto sobre el Valor Añadido incluido”.

IX.- En escrito de fecha catorce de septiembre de dos mil dieciséis, la empresa concesionaria ha dado su conformidad a esta valoración, que por otra parte, coincide con la propuesta en su escrito de solicitud de prórroga.

Consideraciones jurídicas
Como reconoce la Junta Consultiva de Contratación (Informe 47/04, de 12 de noviembre, entre otros), la prórroga es una renovación del contrato con sus mismas características, por lo que debe considerarse un nuevo contrato; y su consentimiento debe ser necesariamente expreso. La jurisprudencia recaída sobre este tema es contundente y reiterativa. Por ejemplo, la sentencia del Tribunal Supremo de 30 de diciembre de 1988 (ponente: PÉREZ GIMENO), declara que la concesión de prórrogas corresponde a la actividad reglada y no a la discrecional de la Administración; lo que significa que ha de atenerse estrictamente a lo dispuesto en la Ley y en el correspondiente pliego de condiciones. 
El artículo 23 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (TRLCSP), establece que el contrato podrá prever una o varias prórrogas siempre que sus características permanezcan inalterables durante el período de duración de éstas y que la concurrencia para su adjudicación haya sido realizada teniendo en cuenta la duración máxima del contrato, incluidos los períodos de prórroga.

La prórroga se acordará por el órgano de contratación y será obligatoria para el empresario, salvo que el contrato expresamente prevea lo contrario, sin que pueda producirse por el consentimiento tácito de las partes.

Por su parte, la cláusula 5ª del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares que sirve de base a este contrato y, en los mismos términos la cláusula 3ª del contrato, señalan que 

“El contrato tendrá una vigencia de cuatro años, a contar desde su formalización, prorrogable de mutuo acuerdo entre las partes, de forma expresa, antes de su finalización, por períodos anuales, sin que la duración máxima del contrato, incluidas las prórrogas, pueda exceder de seis años”.

En cuanto a la determinación del alcance de la relación contractual en el periodo de prórroga previsto entra dentro del ámbito de la potestad de la Administración de interpretación del contrato, en virtud de la cual, el órgano de contratación tiene la facultad unilateral de decidir sobre el alcance de las prestaciones a las que están obligados la Administración contratante y el contratista, en vía administrativa, es decir determinar el sentido y contenido de las cláusulas a las que se someten las partes. Se ha dicho por la doctrina, que es un poder de declaración previa y ejecutiva de la interpretación que dé la Administración, que se impone de un modo inmediato al contratista, tras la tramitación del oportuno procedimiento contradictorio, sin perjuicio de quedar sometido a control judicial, ya que el contratista tiene derecho a recurrir este acto interpretativa ante la jurisdicción contencioso-administrativa.
En el Dictamen número 48/2012, del Consejo Consultivo de Aragón, se indica que «la interpretación contractual debe hacerse para encontrar el verdadero sentido y contenido de la cláusula a la que se sometieron las partes, y para ello puede acudirse, aunque sea con carácter supletorio, a las reglas que con carácter general establecen los arts. 1.281 y siguientes del Código Civil (LA LEY 1/1889)».
También conviene traer a colación lo dispuesto en el Dictamen número 242/2008, del Consejo Consultivo de Canarias (LA LEY 3005/2008):

«A tales efectos, en primer lugar debe señalarse que si conforme al art. 1281 del Código Civil (LA LEY 1/1889), los términos de un contrato son claros y "no dejan lugar a dudas sobre la intención de las partes, no cabe la posibilidad de que entren en juego las restantes reglas" de interpretación contenidas en los arts. 1282 y siguientes del Código Civil (LA LEY 1/1889) "que funcionan con el carácter de normas subsidiarias respecto a lo que preconiza la interpretación literal" (STS de 14 de noviembre de 2000). Sólo cuando no existe tal certeza, habrá de acudirse a los otros parámetros de interpretación a fin de averiguar la "verdadera y real voluntad de las partes para establecer el alcance y contenido de lo pactado" (STSJ de Andalucía de 15 de febrero de 2001). Y para llegar a esa conclusión se deberá estar, entre otros, al principio de "proporcionalidad" (congruencia entre los hechos y sus consecuencias), "equidad", "buena fe y confianza legítima" (art. 3.1 de Ley 30/1992, de 26 de noviembre (LA LEY 3279/1992) de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, LRJAP-PAC (LA LEY 3279/1992)); a la doctrina de los "actos propios", los "actos coetáneos y posteriores al contrato"; y a las reglas de que la interpretación del contrato "no debe favorecer a la parte causante de la oscuridad" (STS id.), y de que no son admisibles las interpretaciones "ad absurdum" (STS de 11 de septiembre de 1979)». 

Partiendo de esta interpretación podemos considerar que junto a la interpretación que debamos hacer del alcance de la prórroga prevista en el pliego referida a su admisión expresa y duración, debemos considerar también que, aun cuando en la mejora contenida en la oferta se indicó que ésta sería para un plazo de cuatro años, no podemos dejar de lado que esa era la duración inicial del contrato; es decir, no se trataba de una mejora específica para una período del contrato, sino para su vigencia, de modo que si esta se prorroga por previsión expresa, también alcanzará dicha mejora al periodo de prórroga; distinto hubiera sido el caso que en la mejora se hubiese determinado expresamente que la mejora no alcanzaría al periodo de prórroga en su caso.

El periodo de ejecución de la prórroga ha de considerarse como periodo de ejecución del contrato, sin que la prórroga constituya un periodo de contratación independiente, de ahí la dicción del artículo 23 del TRLCSP de que las características del contrato (entre ellas, las mejoras) permanecerán inalterables durante la ejecución de la prórroga. 
Por lo demás señalar que en el caso de que se produzca una prórroga y a la vez ésta produzca gasto para la entidad, tendría que acreditarse la existencia de crédito para esa prórroga. Y ello porque el artículo 173.5 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, es taxativo cuando dispone que no podrán adquirirse compromisos de gastos por cuantía superior al importe de los créditos autorizados en los estados de gastos, siendo nulos de pleno derecho los acuerdos, resoluciones y actos administrativos que infrinjan la expresada norma, sin perjuicio de las responsabilidades a que haya lugar.”
El Sr. Licerán, del Grupo Socialista, manifiesta que otra vez se ha producido un error en los cálculos en contratación y ruega que se corrija esta situación. En cuanto a la prórroga entienden que se están produciendo incumplimientos en el contrato puesto que es el Ayuntamiento el que tiene que advertir que actúen en puntos concretos y para ellos es un fracaso. Dice que han solicitado un informe técnico sobre el coste que supondría la remunicipalización del servicio y que no tiene sentido que haya un servicio municipal y una concesión sobre la misma materia. Por todo ello van a votar en contra.

El Sr. Ibarra, de Ciudadanos, pregunta si hay consignado crédito para esta ampliación. 

El Sr.  Calvo, de CácERES TU, celebra que el PSOE pida la remunicipalización del servicio porque cree que supondría un ahorro y una mejora en la calidad del servicio, por lo que está en contra de la prórroga del mismo. 

El Sr. Pacheco, informa que se hará el estudio del coste de remunicipalizar el servicio y contesta que hay crédito presupuestario. 
La COMISIÓN, tras breve debate, por tres votos favorables de los miembros del Grupo Popular, un voto en contra del vocal de CácERES TU, y tres abstenciones de los dos miembros del Grupo Socialista y del de Ciudadanos, da su conformidad a los informes obrantes en el expediente y dictamina favorablemente la Prórroga del Contrato de Servicio de Conservación, Mantenimiento y Vigilancia de Espacios Libres, arbolado viario, áreas de juegos infantiles, fuentes públicas y otros elementos del término municipal de Cáceres

PATRIMONIO
7º.-
Aceptación de Reversión del local de titularidad municipal sito en la Plaza Mayor, cedido a la Junta de Extremadura, para ser destinado a oficina de turismo.

Se presenta a la Comisión para su dictamen la Aceptación de Reversión del local de titularidad municipal sito en la Plaza Mayor, cedido a la Junta de Extremadura, para ser destinado a oficina de turismo, tramitado a instancias de este Ayuntamiento (Expte. PAT-CES-0017-1998-AH). El informe emitido por la Jefa de la Sección de Patrimonio dice literalmente: 
“En relación al expediente tramitado en este Ayuntamiento referente al local de titularidad municipal sito en la Plaza Mayor, cedido a la Junta de Extremadura, para ser destinado a oficina de turismo y;

RESULTANDO: Que con fecha 14 de junio de 1999, se formalizó el convenio entre la Junta de Extremadura y el Excmo. Ayuntamiento de Cáceres, para la cesión de uso del local sito en la Plaza Mayor, destinado a oficina de turismo, por un plazo de 30 años.
RESULTANDO: Que comprobado que dicho local no estaba siendo utilizado como Oficina de Turismo, ni para ningún otro uso, así como el cierre efectivo del mismo, y previa la tramitación del correspondiente expediente, el Pleno de este Ayuntamiento en sesión celebrada con fecha 19 de mayo de 2016 acordó, aprobar la propuesta contenida en el Dictamen de la Comisión Informativa de la Comisión Informativa de Urbanismo, Patrimonio, Contratación y Seguimiento Empresarial de 19 de abril de 2016, que quedó elevada a acuerdo, y en consecuencia dar su conformidad a los informes obrantes en el expediente y aprobar la reversión por incumplimiento del destino del local de titularidad municipal sito en la Plaza Mayor, que fue cedido a la Junta de Extremadura para ser destinado a oficina de Turismo.

RESULTANDO: Que dicho acuerdo fue comunicado a la Dirección General de Turismo y al Servicio de Patrimonio de la Junta de Extremadura, mediante notificaciones de fecha 31 de mayo de 2016, recibidas con fecha 7 de junio de 2016; habiendo transcurrido los plazos correspondientes sin que se haya interpuesto recurso alguno, por lo que dicho acuerdo tiene carácter firme.

RESULTANDO: Que con fecha 4 de octubre de 2016, se ha recibido en este Ayuntamiento la Resolución dictada con fecha 21 de septiembre de 2016 por el Secretario General de Presupuestos y Financiación (PD de la Consejera de Hacienda y Administración Pública), por la que se acuerda la reversión a este Ayuntamiento del USO del local de una sola planta, situado en la Plaza Mayor, 37 de Cáceres.


En dicha resolución, después de exponer los antecedentes y consideraciones jurídicas correspondientes contenidas en la propuesta de reversión efectuada con fecha 20 de septiembre de 2016 por el Jefe del Servicio de Patrimonio, se dispone:

“PRIMERO.- Acordar la reversión al Ayuntamiento de Cáceres del siguiente bien inmueble:

Urbana.- Local de una sola planta, situado en la Plaza Mayor, 37 de Cáceres, de una superficie útil construida de 65,19 m2”.

Figura inscrita como finca registral con el núm. 63.174, al Tomo 2.077, Libro 1.022, Folio 144 en el Registro de la Propiedad núm. 2 de Cáceres.

Linderos: Derecha: C/ Arco de la Estrella. Izquierda: Farmacia y soportales. Fondo: C/ Arco de la Estrella. Referencia catastral del inmueble: 6229101QD2762G0001UG.

Se encuentra en situación de Alta en el Inventario de la Comunidad Autónoma de Extremadura, como bien patrimonial con el código IB 3010009900001835.

SEGUNDO.- Los impuestos y gastos originados por la aceptación de la reversión serán de cuenta del Ayuntamiento de Cáceres.

TERCERO.- Dese traslado de la presente al Ayuntamiento de Cáceres a fin de que por el pleno de su Corporación Municipal, previos los trámites procedimentales oportunos, se dicte resolución de aceptación de la reversión previa su formalización”.
CONSIDERANDO: Lo establecido en el artículo 133 (3), de la Ley 2/2008 de 16 de junio de Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Extremadura; regulándose el procedimiento de reversión en el artículo 113 del Decreto 720/2010 de 12 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento General de Procedimientos en materia de Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

 Reglamento- Art. 132. Reversión.

1. La tramitación de la reversión de un bien o derecho cedido requerirá la previa constatación de su procedencia en los términos previstos en el artículo 150 de la Ley…

2. Con carácter previo a la adopción de la resolución correspondiente por el órgano competente, se dará audiencia al cesionario, al objeto de que formule las alegaciones procedentes.

CONSIDERANDO: Todas las determinaciones de carácter jurídico contenidas en el informe emitido por la Sección de Patrimonio con fecha 13 de abril de 2016, que obra en el expediente, a cuyo contenido me remito y el cual ratifico.

CONSIDERANDO: Que la resolución de reversión dictada con fecha 21 de septiembre de 2016,  se ajusta a lo establecido en el acuerdo adoptado por el Pleno de este Ayuntamiento en sesión celebrada el 19 de mayo de 2016; con excepción de lo relativo a los gastos e impuestos que se generen por la reversión.

Por todo lo anteriormente expuesto, dado que el Pleno de este Ayuntamiento, en sesión celebrada con fecha 19 de mayo de 2016, ya acordó la Reversión por incumplimiento del destino del local de titularidad municipal sito en la Plaza Mayor, que fue cedido a la Junta de Extremadura para ser destinado a oficina de Turismo; REVERSIÓN, que a su vez ya ha sido dispuesta también por la entidad cesionaria en la Resolución de fecha 21 de septiembre de 2016 anteriormente reseñada; y que en todo caso el acuerdo de ACEPTACIÓN que se solicita es necesario para la materialización de lo acordado por ambas entidades; es por lo que se somete el presente expediente a conocimiento de la Corporación, al objeto de que en su caso, se proponga al Pleno de este Ayuntamiento que acuerde ACEPTAR la reversión a este Ayuntamiento del local de una sola planta, situado en la Plaza Mayor 37 de Cáceres, con una superficie útil construida de  65,19 m2 anteriormente descrito; facultando a la Ilustrísima Sr. Alcaldesa para que formalice y suscriba en nombre y representación de este Excmo. Ayuntamiento el Documento Administrativo de Reversión y cuantos otros documentos sean preceptivos; siendo todos los gastos e impuestos que se generen de cuenta de la Junta de Extremadura;  y ello dado que aunque en la Resolución de 21 de septiembre de 2016 se establece  que “ los impuestos y gastos originados por la aceptación de la reversión serán de cuenta del Ayuntamiento de Cáceres.”; esta condición entendemos que, en principio no debería asumirse por este Ayuntamiento, dado que la causa de la reversión no nos consta que sea imputable a esta entidad local, sino a la entidad cesionaria, por lo que ha de ser la misma la que asuma todos los gastos; todo ello salvo que por la Sección de Turismo o la propia Corporación, según las gestiones previas realizadas desde que dicho local dejó de estar destinado a Oficina de Turismo y fue utilizado para los otros usos que constan en el informe de la Sección de Turismo de fecha 9 de febrero de 2016, se estime pertinente que este Ayuntamiento asuma el pago de dichos gastos.
Es todo cuanto tengo que informar, salvo superior y mejor criterio fundado en derecho al cual me remito.”
La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad a los informes obrantes en el expediente, y dictamina favorablemente la Aceptación de Reversión del local de titularidad municipal sito en la Plaza Mayor, cedido a la Junta de Extremadura, para ser destinado a oficina de turismo. 

8º.-
Dejar sin efecto la puesta a disposición a favor de la Consejería de Educación y Empleo de la Junta de Extremadura, con destino a la construcción de un Colegio Público 6+12 unidades, del uso de la parcela M-19-2 del Sector 2.1 “Residencial Ronda” de 10.488 m2 de superficie, calificada de Equipamiento Docente efectuada por el Pleno de este Ayuntamiento en sesión celebrada con fecha 15 de octubre de 2009, y la consiguiente reversión del uso de dichos terrenos al Excmo. Ayuntamiento de Cáceres; quedando los mismos a plena disposición municipal.
Se presenta a la Comisión para su dictamen el expediente para dejar sin efecto la puesta a disposición a favor de la Consejería de Educación y Empleo de la Junta de Extremadura, con destino a la construcción de un Colegio Público 6+12 unidades, del uso de la parcela M-19-2 del Sector 2.1 “Residencial Ronda” de 10.488 m2 de superficie, calificada de Equipamiento Docente efectuada por el Pleno de este Ayuntamiento en sesión celebrada con fecha 15 de octubre de 2009, y la consiguiente reversión del uso de dichos terrenos al Excmo. Ayuntamiento de Cáceres; quedando los mismos a plena disposición municipal (Expte. PAT-CES-0007-2009-AH). El informe emitido por la Jefa de la Sección de Patrimonio dice literalmente: 
“En relación con el expediente tramitado en este Ayuntamiento sobre los terrenos necesarios para la construcción de un nuevo colegio público de 6 + 12 unidades en la Zona de Mejostilla, y; 

RESULTANDO: Que por el Jefe del Servicio de Urbanismo se emitió informe con fecha 24 de julio de 2009 sobre la Parcela M-19-2, del Sector 2.1, “Residencial Ronda”, calificada como Equipamiento Docente de 10.488 m2 de superficie, señalando entre otras cuestiones su calificación urbanística, plenamente compatible con el fin o destino que se pretendía.

RESULTANDO: Que conforme a lo establecido en el apartado 12 de la Disposición preliminar de la Ley 15/2001 del Suelo y Ordenación Urbana de Extremadura, los citados terrenos tienen la naturaleza de Bienes de DOMINIO PÚBLICO, y forman parte de la reserva de dotación docente del Polígono de referencia, debiendo quedar adscritos a la Administración competente para la implantación del uso que se trata.
RESULTANDO: Que dado que en el presente caso solo fue necesaria la puesta a disposición Temporal del USO (no propiedad), quedando los terrenos en propiedad municipal; no siendo necesario ni tan siquiera la desafectación, ni la mutación demanial,  por tratarse del uso de los bienes de dominio público por una Administración Pública, y para una dotación de carácter público; el Pleno de este Ayuntamiento en sesión celebrada el 15 de octubre de 2009, acordó: 

PRIMERO.- Poner a disposición de la Consejería de Educación de la Junta de Extremadura, con destino a la construcción de un nuevo Colegio Público de 6+12 UNIDADES, el USO de la parcela M-19-2 del Sector 2.1 “Residencial Ronda” de 10.488 m2 de superficie, calificada de Equipamiento DOCENTE, que a continuación se describe, quedando los mismos en propiedad municipal. 

“Parcela M-19-2, ubicada en el SUP 2.1 “Residencial Ronda”, su forma es irregular y su superficie es de 10.488 m2. Tiene calificación de Equipamiento Docente, siendo su uso compatible con los fines propuestos.

Linderos: Norte: en línea irregular formada por varios tramos rectos de 88,11 m. con parcela M-19-1 (comercial) y distante 10,25 m. con el eje del arroyo, línea irregular formada por varios tramos rectos de 167,67 m. con parcela M-19-4 (espacios libres). Sur: en línea irregular formada por varios tramos rectos de 218,80 m. con límite de la unidad de ejecución. Este: en línea recta de 55,86 m. con vial existente que comunica “Mejostilla 3” con “Residencial Gredos”. Oeste: en línea recta de 23,94 m. con límite de la unidad de ejecución.

La parcela tiene calificación de Equipamiento Docente, son idóneos para el fin solicitado, no se hallan comprendidos en ningún Plan de Ordenación, reforma o adaptación y no son necesarios para la Entidad Local ni es previsible que lo sean en los diez años inmediatos”.

Dicha parcela tiene la disposición física que se refleja en los planos de situación y de Topografía que figura en la cartografía disponible, unidos al informe del Servicio de Urbanismo.
Los citados terrenos se encuentran inscritos en pleno dominio y libres de cargas en el Registro de la Propiedad al tomo 2356, libro 1301, folio 173, finca registral 75238.
SEGUNDO.- Hacer constar que dichos terrenos disponen de las instalaciones señaladas en el informe y plano adjunto remitido con fecha 7 de agosto de 2009, por el Jefe de los Servicios Técnicos, en el que se señala que:

· “Se acompaña plano en el que se reflejan las redes de abastecimiento, saneamiento, gas, telefonía y red eléctrica.

· La potencia eléctrica prevista en el Proyecto de Urbanización es de 50 Kw.

· La red de telecomunicaciones no es un servicio recogido en la Disposición Preliminar de la Ley 15/2001 como obligatorio para que un solar se considere parcela.

· La parcela tiene fachada a la calle Gonzalo Mingo”.

RESULTANDO: Que habiéndose solicitado mediante escritos de fecha 11 de diciembre de 2009 y 3 de enero de 2010, de la Secretaría General de la Consejería de Educación de la Junta de Extremadura, certificación de este Ayuntamiento sobre varios extremos; con fecha 20 de abril de 2010 se remitió comunicación de la Alcaldía en el que según informe emitido por el Sr. Jefe de los Servicios Técnicos con fecha 23 de febrero de 2010, se hizo constar:

1º.- Sobre la certificación solicitada de que existen y ya están funcionamiento, al menos, dos accesos viarios diferentes al Cetro (para vehículos y peatonal), dicho extremo no se puede certificar, es decir, según citado informe “la parcela tiene acceso por el vial denominado “Gonzalo Mingo”.


2º.- Sobre certificación solicitada de que el suelo dispone, en el momento de la puesta a disposición, de Red de Telecomunicaciones por cable de acuerdo con la normativa en vigor, el Sr. Jefe de los Servicios Técnicos ha informado que “no es un servicio recogido en la Disposición Preliminar de la Ley 15/2001 como obligatorio para que un solar se considere parcela, no existiendo además normativa en vigor que lo regule.


3º.- Sobre la certificación solicitada de que el suelo dispone, en el momento de la puesta a disposición, de suministro de energía eléctrica, garantizando una potencia mínima de 100 Kw, no se puede certificar este extremo porque según informe antes reseñado “la potencia eléctrica prevista en el Proyecto de Urbanización es de 50 Kw”.  


4º.- Efectuada el alta en Inventario de Bienes de la Corporación de citados terrenos por acuerdo de Pleno de fecha 18 de marzo de 2010, se adjunta certificación de dicho acuerdo.


RESULTANDO: Que no constando la construcción del citado centro educativo, dado el tiempo trascurrido desde que se adoptó el acuerdo de puesta a disposición, ni tampoco la solicitud de licencia o realización de alguna actuación al respecto, mediante comunicaciones de fechas 6 de marzo de 2014, se solicitó a la Consejería de Educación y Cultura y al Servicio de Patrimonio, de la Junta de Extremadura, que se manifestasen si continuaba siendo necesaria la disposición de los terrenos que inicialmente fueron puestos a disposición para la ejecución de la dotación inicialmente prevista, o si por el contrario se había desistido de dicho proyecto, y no era necesaria la disposición de estos ni de otros terrenos municipales; sin que hasta el día de la fecha se haya recibido comunicación alguna.

RESULTANDO: Que de nuevo en el presente ejercicio y efectuada nueva consulta a la Sección de Licencias, dado el tiempo trascurrido desde que se adoptó el acuerdo de puesta a disposición, sobre si la Junta de Extremadura había solicitado licencia de obra para la construcción del nuevo Colegio Público 6+12 unidades en la Parcela M-19-2 del Sector 2.1 Residencial Ronda; con fecha 21 de junio de 2016 el Sr. Jefe de dicha sección nos comunicó que consultada la base de datos no consta que se haya solicitado licencia para dichas obras.

RESULTANDO: Que dado que hasta el día de la fecha, a pesar del tiempo transcurrido, no se ha recibido comunicación alguna por parte de la Junta de Extremadura; ni consta que se haya realizado por la misma actuación concreta en relación con la ejecución del proyecto inicialmente previsto en los terrenos que fueron puestos a disposición por parte de este Ayuntamiento; es por lo que, por parte de la Alcaldía en comunicaciones de fecha 30 de Junio de 2016, se puso en conocimiento de la Consejería de Educación y Empleo y de la Consejería de Hacienda y Administración Pública (Servicio de Patrimonio) de la Junta de Extremadura, que tenía previsto proponer al Pleno de este Ayuntamiento que acordase dejar sin efecto la puesta a disposición a favor de la Consejería de Educación de la Junta de Extremadura, con destino a la construcción de un Colegio Público 6+12 unidades del USO de la parcela M-19-2 del Sector 2.1 “Residencial Ronda” de 10.488 m2 de superficie, calificada de Equipamiento DOCENTE; quedando los mismos a disposición municipal, y la consiguiente reversión del USO de dichos terrenos al Excmo. Ayuntamiento de Cáceres.
No obstante, con carácter previo a la adopción del citado acuerdo, y en aplicación de lo dispuesto en el artículo 84 de la Ley 30/92 de Régimen Jurídico de las Administraciones Pública y del Procedimiento Administrativo Común, en dichas comunicaciones se concedió un plazo de Audiencia de UN MES al objeto de que formulasen las alegaciones que estimasen pertinentes en defensa de sus derechos, y en todo caso se manifestase si continuaba siendo necesaria la disposición de los terrenos que inicialmente fueron puestos a disposición para la ejecución de la dotación inicialmente prevista, o si por el contrario se había desistido de dicho proyecto, y no era necesaria la disposición de éstos ni de otros terrenos municipales.

Haciéndoles constar que, transcurrido dicho plazo sin recibir comunicación alguna al respecto, se entendería que no era necesaria la disposición de dichos terrenos, elevándose al Pleno de este Ayuntamiento propuesta en el sentido señalado anteriormente.

RESULTANDO: Que el citado plazo ha transcurrido sin que la Consejería de Educación y Empleo, ni  la Consejería de Hacienda y Administración Pública (Servicio de Patrimonio),  hayan presentado ni formulado alegación alguna.


Por todo lo anteriormente expuesto entendemos que dado que hasta el día de la fecha y a pesar del tiempo transcurrido, no se ha recibido comunicación ni alegación alguna por parte de la Junta de Extremadura; ni consta que se haya realizado por la misma actuación concreta en relación con la ejecución de las obras de construcción del colegio inicialmente previsto en los terrenos que fueron puestos a disposición por parte de este Ayuntamiento, ni tampoco que se haya solicitado la pertinente licencia urbanística, ni afectado de forma expresa dichos terrenos al fin previsto; procedería proponer al Pleno de este Ayuntamiento que adopte el siguiente acuerdo: 

PRIMERO: Dejar sin efecto la puesta a disposición a favor de la Consejería de Educación y Empleo de la Junta de Extremadura, con destino a la construcción de un Colegio Público 6+12 unidades, del USO de la parcela M-19-2 del Sector 2.1 “Residencial Ronda” de 10.488 m2 de superficie, calificada de Equipamiento DOCENTE; efectuada por el Pleno de este Ayuntamiento en sesión celebrada con fecha 15 de octubre de 2009, y la consiguiente reversión del USO de dichos terrenos al Excmo. Ayuntamiento de Cáceres; quedando los mismos a plena disposición municipal.
SEGUNDO: Solicitar a la Comunidad Autónoma de Extremadura, y en su nombre a la Consejería de Educación y Empleo (Secretaria General de Educación) o  a la Consejería de Hacienda y Administración Pública de la Junta de Extremadura (Servicio de Patrimonio de la Secretaria General de Presupuestos y Financiación), según proceda; para que realicen las actuaciones necesarias a fin de que se dicte resolución por la que se acepte la reversión del uso de dichos terrenos al Excmo. Ayuntamiento de Cáceres; siendo todos los gastos e impuestos, que en su caso, se generen de cuenta de la Junta de Extremadura.
Haciendo constar que de no recibirse comunicación o resolución expresa de aceptación de la reversión, dado que en el presente caso no sería necesario realizar ninguna actuación registral, por cuanto la puesta a disposición del uso de dichos terrenos no se formalizó de forma efectiva en documento administrativo, al haberse efectuado tan solo la puesta a disposición Temporal del USO (no propiedad), quedando los terrenos en propiedad municipal; este Ayuntamiento una vez firme el presente acuerdo dispondrá de dichos terrenos para el uso o destino que al efecto se decida. 

TERCERO: Proceder al archivo del expediente incoado para la disposición de los citados terrenos municipales con destino al fin previsto.

Es todo cuanto tiene que informar la que suscribe,”
La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad a los informes obrantes en el expediente, y dictamina favorablemente dejar sin efecto la puesta a disposición a favor de la Consejería de Educación y Empleo de la Junta de Extremadura, con destino a la construcción de un Colegio Público 6+12 unidades, del uso de la parcela M-19-2 del Sector 2.1 “Residencial Ronda” de 10.488 m2 de superficie, calificada de Equipamiento Docente efectuada por el Pleno de este Ayuntamiento en sesión celebrada con fecha 15 de octubre de 2009, y la consiguiente reversión del uso de dichos terrenos al Excmo. Ayuntamiento de Cáceres; quedando los mismos a plena disposición municipal. 

         OTROS ASUNTOS
9º.-
Ruegos y Preguntas.

El Sr. Licerán, del grupo socialista, pregunta por la modificación puntual del PGM en materia de viviendas plurifamiliares en Valdesalor.
El Sr. Pacheco, Presidente de esta Comisión, contesta que se están elaborando los documentos de varias modificaciones puntuales para llevar a una tramitación conjunta y que se traerán a esta Comisión. 
El Sr. Calvo, de CácERES TU, pregunta por la situación en que se encuentra el incumplimiento de condiciones del contrato Canal de Isabel II. 
El Sr. Pacheco contesta que la semana pasada han sido presentada alegaciones pero que no ha estudiado su contenido.

El Sr. Licerán dice que han solicitado copia de las alegaciones y que no se les ha facilitado. 
La Sr. Jiménez, concejal delegada de la materia, contesta que se está elaborando un informe por el Jefe de la Inspección de Servicios Municipales en contestación a esas alegaciones y que cuando se reciba se les dará traslado. 

No se presentan más ruegos ni preguntas por ningún miembro de la Comisión. 

Y no habiendo más asuntos que tratar, por el Sr. Presidente de la Comisión se da por finalizada la sesión, siendo las once horas y cincuenta minutos, de la que se extiende la presente acta y de todo lo cual como Secretario doy fe. 
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